
EL PODER JUDICIAL EN LA
TERCERA REPÚBLICA

(1924-1930)

Intro duc ción y Nue va Cons ti tu ción

La Tercera Repú blica se inició bajo los mejores auspi cios. Había termi -

nado la dolo rosa etapa de la Inter ven ción Militar Nortea me ri cana y el país

recu pe raba su sobe ranía, aunque en cierto sentido cerce nada. Se contaba

con una nueva Cons ti tu ción, moderna y bien estruc tu rada, redac tada por

una Cons ti tu yente compuesta de Sena dores y Dipu tados que habían sido

esco gidos por elec ción popular. Un Presi dente había sido electo en unos

comi cios libres, en los cuales el perdedor había feli ci tado al ganador. 

Las anti guas riva li dades caudi llistas habían cedido a la de los Partidos

Polí ticos orga ni zados a nivel nacional. Los ejér citos parti cu lares de los

caudi llos habían sido desar mados y desban dados y habían sido susti tuidos

por un Ejér cito Nacional que aunque bajo el nombre de Policía Nacional

Domi ni cana, repre sen taba la única fuerza militar, y estaba bajo el control

civil del Presi dente de la Repú blica.

Se contaba con una red de carre teras y puentes que comu ni caban rápi -

da mente todo el país. Las finanzas del Estado estaban saneadas. El Poder

Judi cial, no había sufrido dema siado durante el período de la Inter ven ción,

y la Suprema Corte de Justicia tenía como Presi dente al mismo Magis trado 
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que ocupaba ese puesto desde antes del 1916, lo que daba cierta conti -

nuidad a ese Poder del Estado.

Pare cería que la Repú blica tomaba un nuevo rumbo hacia la insti tu cio -

na lidad. Pero no sucedió así. Si bien en la forma las cosas habían

cambiado, las mentes de los domi ni canos no habían evolu cio nado hacía la

demo cracia y la tole rancia, y a lo largo de los seis años del gobierno de

Horacio Vázquez, vemos cómo los apetitos polí ticos, las bande rías y las

ambi ciones fueron paula ti na mente destru yendo el anda miaje jurí dico e

insti tu cional esta ble cido en 1924. 

La Cons ti tu ción fue modi fi cada tres veces, dos de ellas en bene ficio de

la conti nuidad presi den cial. Tras una bonanza econó mica que duró cuatro

años, vino el desastre. Por esas y otras causas, final mente el gobierno legal

fue derro cado y se instauró la más cruel tiranía que el pueblo domi ni cano

hubiere cono cido jamás. 

La deso cu pa ción militar, producto del llamado Plan Hughes-Peynado

del 1922, implicó un proceso esca lo nado para lograr la plena sobe ranía.

Como se ha visto, el Presi dente Provi sional esco gido por los líderes nacio -

nales, gobernó con amplios poderes legis la tivos y ejecu tivos, prepa rando el

terreno para el retorno a la sobe ranía Pero se impu sieron condi ciones. 

Se exigió en el Plan de Evacua ción, que todas las dispo si ciones legis la -

tivas y ejecu tivas dictadas por el Gobierno Militar de Ocupa ción fueran

confir madas por el nuevo Gobierno que surgiera del proceso. Igual

compro miso se aceptó en lo rela tivo a las deudas y prés tamos asumidos por

los Gober na dores Nortea me ri canos entre 1916 y 1922 y los compro misos

viejos con los tene dores de bonos inter na cio nales.

En lo insti tu cional, el Plan consistió en que el Gobierno Provi sional,

puesto en manos de Juan B. Vicini Burgos, prepa raría las leyes que debían

reor ga nizar la admi nis tra ción pública y orga nizar las elec ciones de legis la -

dores y las presi den ciales. Igual mente se dispuso que la nueva Cons ti tu ción 

sería elabo rada por los legis la dores electos en esos comi cios y que tan
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pronto tomara pose sión el nuevo gobierno, las tropas nortea me ri canas

aban do na rían el país. 

Quedó esta ble cido que debía nego ciarse una nueva Conven ción con los

Estados Unidos, para reem plazar la del 1908, intro du ciendo en ella la

forma de pago de la deuda externa y mante niendo el control nortea me ri -

cano sobre las finanzas domi ni canas hasta que esa deuda fuera total mente

saldada.673

Veamos ahora los aspectos la Cons ti tu ción del año 1924, cuya impor -

tancia no radica sólo en sus aspectos inno va dores en muchos elementos de

Derecho Cons ti tu cional, sino porque su formato y capí tulos, se conti -

nuaron utili zando en todos los textos poste riores, menos en la Cons ti tu -

ción del año 1963.

Durante los meses de mayo y junio del 1924 la Asam blea Cons ti tu yente 

trabajó en la prepa ra ción de esa nueva Carta Sustan tiva. Fueron debates

muy abiertos entre los Cons ti tu yentes y en los perió dicos de esos días se

discu tieron los diversos temas en torno a la nueva Cons ti tu ción, la cual fue

procla mada solem ne mente el 13 de Junio de ese año. 

En materia judi cial la nueva Cons ti tu ción del 1924 realizó inte re santes 

inno va ciones, variando en muchas partes el sistema esta ble cido por la del

año 1908.

En la nueva carta sustan tiva los Jueces seguían siendo desig nados por el

Senado, pero no de listas prepa radas por los Cole gios Elec to rales, sino por

nombra miento directo. Duraban, igual que bajo el texto ante rior, cuatro

año en el ejer cicio de sus funciones, con posi bi lidad de reelec ción inde fi -

nida. La Suprema Corte conti nuaba compuesta de siete Jueces por lo

menos. La edad mínima para ocupar esa posi ción se elevó de 30 a 35 años

en la nueva Cons ti tu ción.
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Un cambio profundo fue el que se intro dujo tocante al poder de la

Suprema Corte para conocer de los recursos de incons ti tu cio na lidad

contra Leyes, Decretos, Reso lu ciones y Regla mentos. La Cons ti tu ción del

1908, en su Art. 63-5º había esta ble cido que esos recursos se elevaban “en

todos los casos que sean materia de contro versia judi cial entre las partes,” Pero

no iba más allá. En cambio la Cons ti tu ción del 1924 amplió el concepto y

agregó esta impor tante frase: “ante cual quier tribunal, el cual, en este caso,

deberá sobre seer su deci sión sobre el fondo hasta después del fallo de la

Suprema Corte; y, en interés general sin que sea nece sario que haya contro -

versia judi cial, cuando se trate de leyes, decretos, reso lu ciones y regla mentos

aten ta to rios a los dere chos indi vi duales consa grados por la presente Cons ti tu -

ción.” (Art. 61-5º). 

Esta dispo si ción creó un prece dente en materia Procesal, puesto que el

recurso de incons ti tu cio na lidad suspendía la instancia ante el tribunal

ordi nario, hasta que la Suprema Corte se pronun ciara sobre la incons ti tu -

cio na lidad alegada de la Ley u otra dispo si ción que se estu viera apli cando

en el caso judi cial de que se trataba. 

Veremos más adelante cómo esta dispo si ción cons ti tu cional causó

serios problemas en la admi nis tra ción de la Justicia y tuvo que ser abolida

en la siguiente modi fi ca ción a la Carta Sustan tiva del Estado, tres años

después, en el 1927. 

El párrafo final de dicho artículo esta bleció el derecho a la acción directa 

de incons ti tu cio na lidad. “en interés general”, aunque no se tratase de un

litigio, lo que impli caba que cual quier ciuda dano podía alegar la incons ti tu -

cio na lidad de una dispo si ción legis la tiva o ejecu tiva, pero circuns crita

única mente a la viola ción de los “dere chos indi vi duales consa grados por la

presente Cons ti tu ción”. 

Esta Cons ti tu ción atri buyó una nueva función a la Suprema Corte de

Justicia, al indicar en el párrafo 3 del Art. 61, que dicha Corte tenia

facultad para “Conocer en primera y última instancia de los asuntos que liti -

guen entre sí el Estado y una o más Provin cias o el Estado y uno o más Muni -

ci pios”. Esta atri bu ción desa pa re cería en la Cons ti tu ción del año 1942.
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Otro impor tante adelanto respecto a los Dere chos Humanos, fue que la

Cons ti tu ción de 1924 abolió la pena de muerte, sin excep ciones Este

castigo máximo, que había exis tido en cons ti tu ciones ante riores, había

quedado abolido para delitos de carácter polí ticos en la Cons ti tu ción ante -

rior (la del 1908), pero la nueva lo abolió total mente, al consignar en el

párrafo 1º del Art. 6to. que “No podrá impo nerse la pena de muerte, ni otra

pena que implique la pérdida de la inte gridad física del indi viduo.” 674

El tema de la aboli ción cons ti tu cional de la pena de muerte fue uno de

los más deba tidos en la Asam blea Cons ti tu yente, habiendo una profunda

divi sión de pare ceres tanto entre los asam bleístas como entre desta cados

juristas que opinaron en el perió dico Listín Diario.675 

Final mente, vemos cómo se impuso una Conven ción entre el país y los

Estados Unidos, para mantener el control econó mico de éste último sobre

las finanzas domi ni canas.

Este acuerdo mantuvo casi sin cambio los controles que se había esta -

ble cido en la Conven ción de 1907, es decir, el control de las finanzas domi -

ni canas por un Receptor General de Aduanas desig nado por el Gobierno

Nortea me ri cano. En cuanto a la prohi bi ción del Gobierno Domi ni cano a

modi ficar los aran celes de impor ta ción sin el previo consen ti miento de las

auto ri dades de Washington, se aligeró un poco al acor darse de que eso sí se

podía hacer siempre que no se alte rasen los fondos para el pago de la deuda

externa del país. 

Una nueva dispo si ción, que estaba ausente en la Conven ción de 1907,

era la que seña laba que las contro ver sias entre los dos gobiernos en torno a

la ejecu ción de la Conven ción, serían diri midas por arbi traje. De ese modo,

con esta última cláu sula, se trató de impedir que los nortea me ri canos,

inter pre tando unila te ral mente la Conven ción, decla rasen que los domi ni -
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canos la hubieren violado y deci diesen de nuevo inter venir mili tar mente

como lo hicieron en 1916. 

Este último agre gado fue un avance en lo jurí dico, pues puso en manos

del arbi traje inter na cional la solu ción de un conflicto en torno a un

acuerdo bila teral, como se estaba esta ble ciendo en varios acuerdos inter na -

cio nales de esa época.676

La Jus ti cia del Pe río do

El período 1924 a 1930 se distin guió por una rela tiva esta bi lidad insti -

tu cional, lo que se reflejó en la inde pen dencia del Poder Judi cial. Habiendo

un gobierno de elec ción popular, con partidos de oposi ción y libertad de

prensa, los desvíos en la Justicia podían ser repor tados y corre gidos. 

Los tribu nales estu vieron gene ral mente libres de presiones polí ticas, y

los Jueces podían dictar sus senten cias con plena libertad de conciencia. La

Suprema Corte, en parti cular, diri gida por su vete rano Presi dente, Lic.

Rafael Justino Castillo, gozó de respeto y consi de ra ción. Castillo ocupó la

Presi dencia del más alto tribunal por un largo período de 15 años, desde

antes de la Inter ven ción Militar Nortea me ri cana y perma neció todo el

período de ocho años del gobierno de Vásquez y hasta 1931. 

El problema de cons ti tu cio na lidad o no de leyes recien te mente dictadas

fue objeto de debates y deci siones de nues tros tribu nales, como veremos por 

algunos ejem plos inte re santes.

En 1925 el Congreso dictó la ley No. 175 cuyo artículo 1º. Disponía:

“Durante el día domingo y durante los días de fiesta legal mente esta ble cidos,

los esta ble ci mientos comer ciales, indus triales y fabriles y las oficinas públicas;

están obli gadas al cierre”. Se puede decir que esta ley fue una de las primeras

en materia laboral que tuvo la Repú blica y sin embargo, fue ense guida

atacada de incons ti tu cional por un comer ciante de Yaguate, San Cris tóbal, 
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llamado Damián Viera (repre sen tado por un joven abogado que luego sería

un gran Juez, el Lic. Hipó lito Herrera Billini), y la Suprema Corte acogió

ese criterio cuando por sentencia del 28 de abril de 1926 decidió que “La

absten ción del trabajo en los días domingos y otros días de fiesta, es un

precepto de carácter reli gioso que no puede ser conver tido en una orde na ción de

la ley civil desde que la Cons ti tu ción consagra la libertad de conciencia y la

libertad de cultos”.677

Como la nueva Cons ti tu ción había esta ble cido que el recurso de incons -

ti tu cio na lidad de una ley que era objeto de litigio suspendía el curso del

mismo, se presen taron muchos casos en que se utili zaba dicho recurso para

dilatar y entor pecer un proceso. 

Así, la Corte tuvo la nece sidad de aclarar sobre este parti cular al decidir

en una sentencia del 15 de septiembre 1926, lo siguiente: “Los tribu nales

por ante los cuales se propone la cues tión de incons ti tu cio na lidad, deben

examinar la seriedad del medio propuesto y rechazar el sobre sei miento pedido

cuando se esta blezca que el medio invo cado es sólo tendente a causar una dila -

toria injus ti fi cada de la deci sión sobre el fondo del asunto a discutir.678

El recurso directo de incons ti tu cio na lidad fue recha zado por la

Suprema Corte, en una sentencia de fecha del 26 de abril de 1929, al

declarar que “la Suprema Corte no puede decidir en instancia única sobre la

cons ti tu cio na lidad de Leyes, Decretos, Reso lu ciones y Regla mentos”.679 En

sentido pare cido, la Suprema Corte asumiendo un criterio que hoy consi -

de ramos suma mente estrecho, dispuso en agosto de 1926, que “no basta

que una Ley, Decreto o Reso lu ción sea incons ti tu cional para que su incons ti tu -

cio na lidad pueda ser objeto de una deci sión de la Suprema Corte de Justicia,

sino que es nece sario que sea aten ta torio a los dere chos indi vi duales que

consagra la Cons ti tu ción y que la enume ra ción conte nida en el dicho Art. 46,
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que no es limi ta tiva y por lo tanto no excluye la exis tencia de otros dere chos de

igual natu ra leza”.680

Jue ces y Tri bu na les

Al volverse a la cons ti tu cio na lidad, y ser los Jueces todos electos por el
Senado, ésta Cámara, en fecha 28 de junio de 1924, confirmó a tres jueces 
de la Suprema Corte, inclu yendo a su Presi dente Rafael Justino Castillo.
Además de éste, fueron confir mados en ese alto tribunal Manuel de Jesús
González y Augusto Jupiter. Fueron desig nados nuevos Jueces de la

Suprema: Los Licen ciados Eudaldo Tron coso de 
la Concha, Alberto Arre dondo, Daniel de
Herrera y Manuel de Jesús Viñas, en lugar de los
susti tuidos Andrés Julio Montolío, Domingo
Rodrí guez, Alejandro Woss y Gil y Pablo Báez
Lavas tida. La compo si ción de la Suprema Corte
quedó sin más cambios durante el resto del
período 1924-1930. 

En las Cortes de Apela ción se hicieron nuevas 
desig na ciones, ocupando Fran cisco Hernández
la Presi dencia de la de Santo Domingo, Juan
Bautista Pérez Rancier en la de Santiago y José
Alci bíades Roca la de La Vega. En la reor ga ni za -
ción del Tribunal de Tierras, se desti tu yeron los
jueces nortea me ri canos desig nados por el
Gobierno Militar, quedando el Tribunal Supe rior 
compuesto por Manuel de Jesús Tron coso de la

Concha como Presi dente, Rafael Albu querque, Aníbal Salado y Miguel
Ángel Delgado Sosa como Jueces.681
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Durante ese período, en que aumen taron consi de ra ble mente los

ingresos fiscales, la partida del Poder Judi cial en el Presu puesto Nacional

fue muy variable. Durante los años de bonanza econó mica (1926 a 1928)

fue de alre dedor de $700,000.00 pesos anuales, equi va lente a un 6.5% del

presu puesto general. Pero en los años de crisis econó mica que siguieron a la 

depre sión mundial del 1929, el presu puesto bajó a cerca de los

$500,000.00 pesos, pero su propor ción sobre el presu puesto general

aumentó a alre dedor del 9%.682

En los refe ridos presu puestos, los sueldos de los jueces se mantu vieron

por debajo de montos esta ble cidos en los de años ante riores debido a la

rebaja general de sala rios esta ble cida a causa de la crisis econó mica. Vemos

así que en 1929, esos sueldos eran así: el Presi dente de la Suprema Corte

un sueldo mensual de 400 pesos, los demás jueces 350 pesos. Los Presi -

dentes de las Cortes de Apela ción y el del Tribunal de Tierras reci bían 350

pesos al mes y los Jueces de Primera Instancia 250 pesos al mes. Los repre -

sen tantes del Minis terio Público ante esos tribu nales perci bían sueldos

iguales a los de los Presi dentes de los mismos. 

Entre los cambios intro du cidos en el Poder Judi cial durante estos

primeros años de la Tercera Repú blica, se pueden mencionar: a) la Ley No.

64 que abolió la pena de muerte para crímenes de Derecho Común, basán -

dose en el nuevo precepto cons ti tu cional, y que cambió esa pena por la de

30 años de trabajos públicos, b) la divi sión del Juzgado de Primera

Instancia de Santo Domingo en dos Cámaras, una Civil y Comer cial y la

otra Penal; por Ley No. 84 del 1924; c ) la Ley No. 82 que dispuso que: “A 

partir de la publi ca ción de esta Ley, los tribu nales civiles y comer ciales de la

Repú blica podrán cele brar sus audien cias sin la compa re cencia de los magis -

trados repre sen tantes del Minis terio Público”; d) la Ley No. 259 que derogó

la Ley de Insol vencia dictada por el gobierno militar durante la Inter ven -

ción, poniendo de nuevo en vigor los artículos del Código de Comercio que
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tratan sobre quie bras y banca rrotas; e) la

Ley No. 564 que adhirió a la Repú blica al

Esta tuto de la Corte Inter na cional de

Justicia del 1920; f) la crea ción mediante la

Ley No. 675 de un Fiscal Admi nis tra tivo

para llevar la repre sen ta ción del Estado en

los liti gios contra parti cu lares en materia

impo si tiva; g) La apro ba ción mediante Ley

No. 1055 del Código Busta mante de

Derecho Inter na cional Privado.

La vesti menta de las jueces y demás

miem bros del Poder Judi cial fue modi fi cada

y moder ni zada en 1928, al modi fi carse la

Ley de Orga ni za ción Judi cial. Esa vesti -

menta que es la toga espa ñola se describió

deta lla da mente así: 

“Art. 11.- En las audien cias públicas los jueces, los procu ra dores gene rales,

los procu ra dores fiscales, y los abogados estarán obli gados a llevar toga y birrete 

calado. La toga será de alpaca o seda negra lisa con un cuello cuadrado en la

espalda, de 20 pulgadas de largo por 17 pulgadas de ancho y que se continúa

en la parte delan tera a cada lado de la aber tura del frente con una franja de 7

pulgadas de ancho hasta el ruedo y unida al borde de la toga. El cuello y estas

franjas serán de tela negra, lisa, brillante y forrados. La toga será lisa excepto el 

paño de atrás que será tacho nado a partir de la cintura. Las mangas serán

tacho nadas en el hombro y con una boca manga de 6 pulgadas de ancho, y de la 

misma calidad de la tela del cuello y de las franjas. El color de las boca mangas

será como sigue: a) para los Jueces de la Suprema Corte, morado Obispo;

b)para los Jueces de las Cortes de Apela ción y del Tribunal de Tierras, la mitad

supe rior, morado Obispo y la otra mitad negra; c) para los Jueces de Primera

Instancia, negra con un filete morado Obispo de un cuarto de pulgada de ancho 

en el borde supe rior; d) para los Procu ra dores Gene rales y Procu ra dores

Fiscales, negra y azul Copenhague en la forma usada por los jueces de las

Cortes o Tribunal donde ejercen sus funciones. e) para los abogados la boca -
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manga será negra. Párrafo: El birrete será hexa gonal, de color negro y confec -

cio nado con el mismo mate rial del cuello de la toga. Deberá llevar una borla

redonda de hilos de seda, en el centro de la parte supe rior. Esta borla será de

color morado Obispo para los Jueces, azul Copenhague para los Procu ra dores

Gene rales y Procu ra dores Fiscales y, y blanca para los abogados. Párrafo: Los

funcio na rios mencio nados en este artículo usarán cuello blanco y corbata negra. 

Párrafo.- Los demás empleados y funcio na rios judi ciales usarán el traje negro.

Párrafo: Por cada vez que un Magis trado o un Juez compa rezca en la audiencia 

sin toga y birrete calado , dejará de percibir el sueldo de un mes y al abogado que 

incu rriere en esa misma falta, no será admi tido en la audiencia”.683

Mediante esa dispo si ción quedaron elimi nados la levita, el espadín, la

placa con el escudo y demás para fer nalia que reque rían las leyes del siglo

XIX para los miem bros del Poder Judi cial. Esa nueva vesti menta es la que

aún se utiliza en los tribu nales domi ni canos a prin ci pios del siglo XXI,

mante nién donos así fieles a la tradi ción.

En lo tocante a la orga ni za ción de los tribu nales, durante ese período se

mantu vieron en tres las Cortes de Apela ción, una para Santo Domingo, la

segunda para Santiago y la tercera para La Vega. En cuanto a los jueces del

Tribunal de Tierras, la Ley de Orga ni za ción Judi cial del 1927 dispuso que

ellos estaban some tidos a las incom pa ti bi li dades y prohi bi ciones impuestas

a los demás jueces. Con esta medida se eliminó la dife rencia entre los

Magis trados del Tribunal de Tierras y los otros Jueces ordi na rios, que había

exis tido desde la crea ción del Tribunal de Tierras bajo la Ley Torrens del

1920 (Ley de Tierras, antigua Orden Ejecu tiva 511 del 1920). 

Un nuevo elemento fue esta ble cido en la Ley de Orga ni za ción Judi cial

de 1927, en lo rela tivo a atri bu ciones de la Suprema Corte de Justicia:

Esta Ley dispuso que corres pondía a dicho alto tribunal, además de sus

otras funciones: “Deter minar el proce di miento judi cial que deberá obser varse

en los casos ocurrentes, cuando no está esta ble cido por la Ley”. De esta
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manera el legis lador atri buyó una función

norma tiva o regla men taria a la Suprema

Corte, para los casos en que una Ley no

hubiere esta ble cido un proce di miento propio

para su obser vancia. 

Ya vimos que la Cons ti tu ción del año

1924 esta bleció la acción directa de incons ti -

tu cio na lidad sin nece sidad de litigio, así como 

esta bleció ese recurso contra los alegatos de

incons ti tu cio na lidad en el trans curso de los

liti gios, debiendo sobre seerse el caso hasta el

pronun cia miento de la Suprema Corte. Hubo 

muchas quejas de que se abusaba de ese

sistema, con el consi guiente retraso en la

solu ción de los casos judi ciales. 

En conse cuencia, el Cons ti tu yente del año 1927 eliminó esas atri bu -

ciones de esa Corte y en cambio lo fijó única mente así: “Decidir en último

recurso sobre la cons ti tu cio na lidad de las leyes, decretos, reso lu ciones y regla -

mentos en todos los casos en que sean materia de contro versia entre partes”.

Desa pa reció así, y por muchos años, la acción directa de incons ti tu cio na -

lidad en nuestro sistema judi cial.

Le yes del Pe río do

El período estu diado fue fecundo en Leyes de impor tancia jurí dica y

judi cial. Algunas ha se han mencio nado en párrafos ante riores. Pero otras

merecen comen ta rios ahora: 

La Ley No. 68 de 1924 reguló el matri monio civil, con sus requi sitos,

forma li dades, registro, oposi ciones y nuli dades. Esta Ley, al modi ficar la

Orden Ejecu tiva No. 375 dictada por el Gobierno Militar Nortea me ri -

cano en 1919, dio fuerza legal única mente al matri monio civil. En 1925

el gobierno creó una Comi sión de juris con sultos “la cual proce derá a

examinar y estu diar los Códigos de nuestra legis la ción, y las Ordenes Ejecu -
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tivas que lo han modi fi cado, para proponer al Congreso por media ción del Poder 

Ejecu tivo, las reformas que crea conve nientes.” El único posible resul tado de

los trabajos de esta Comi sión fue la dero ga ción de la Orden Ejecu tiva No.

302, que había susti tuido unos 60 artículos del Código de Proce di miento

Criminal, los que con la nueva Ley del 1925, volvieron a tener su redac ción 

original. 

En 1926, la Ley 382 creó una Policía de Carre teras, encar gada de

poner las contra ven ciones a las Leyes de Trán sito. La Ley 448 de ese año

esta bleció los meca nismos de percep ción de las multas que fijen los tribu -

nales. Ese mismo año, una ley modi ficó la Ley General de Estu dios, para

permitir que se otor gara el Docto rado en Derecho a quienes ya fueran

licen ciados, que a esos fines debían cursar además las mate rias de

Economía Polí tica, Derecho Romano, Crimi no logía, Filo sofía del

Derecho e Historia del Derecho. 

La Ley 582 de ese año auto rizó a la Suprema Corte de Justicia a

“rebajar la cuarta parte del tiempo de encar ce la miento de aque llos prisio neros

que hayan sido conde nados por virtud de senten cias correc cio nales o crimi nales, 

que puedan probar que durante el tiempo de la prisión que han sufrido han

obser vado una conducta ejem plar.” En caso de multas la rebaja fue de las ¾

partes. 

En diciembre de 1925 un fuego destruyó total mente el Palacio de

Justicia de Santo Domingo, donde se alber gaban las Cortes y los Archivos

Judi ciales. 

Por la ley No. 596, se dispuso que los secre ta rios de todos los Tribu -

nales, así como los Direc tores de Registro, Nota rios y Conser va dores de

Hipo tecas, debían expedir, libres de costos, las copias o certi fi ca ciones que

se le pudieren soli citar para recons truir los expe dientes destruidos 

En 1927 vemos la promul ga ción de una nueva Ley del Nota riado y una

nueva Ley de Orga ni za ción Judi cial, así como una que creó una Junta de

Gracia y Perdón la cual podía: “perdonar a peti ción de parte hasta la cuarta

parte del tiempo a que hayan sido conde nados, a las personas senten ciadas
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defi ni ti va mente a no menos de un año de prisión, siempre que hayan obser vado

una cons tante buena conducta”. 

En el año 1928 se dictó la Ley de Bien de Familia, vigente hoy día, que

intro dujo al país el concepto nuevo de hogar prote gido, inalie nable e inem -

bar gable, a favor de las fami lias, de modo que los desa ciertos de los padres

no priven a los hijos de un techo seguro. En 1929 se dictó una impor tante

Ley de Divorcio y Sepa ra ción de Bienes. Esta ley agregó una nueva causa

para el divorcio por causa deter mi nada, que fue la “sepa ra ción de los

cónyuges durante dos años, si durante ese tiempo no se recon ci liaren”.684

Los Cam bios Cons ti tu cio na les de 1927 y 1929, y Fin del Pe río do

Durante el período estu diado en este capí tulo se reali zaron tres modi fi -

ca ciones a la Cons ti tu ción del año 1924, una en 1927 y dos en 1929. Las

dos primeras de esas modi fi ca ciones tuvieron por fina lidad la perma nencia

del Presi dente Horacio Vásquez en el poder más allá del término para el

cual fue electo en 1924, mediante los sofismas de la prolon ga ción y de la

reelec ción. La tercera modi fi ca ción tuvo por objeto permitir la firma de la

nego cia ción del tratado de límites defi ni tivo con la vecina Repú blica de

Haití. Pero se apro ve charon esas circuns tan cias para realizar otros cambios 

en la Carta Funda mental de la nación. Anali za remos sólo los puntos en

que esas modi fi ca ciones afec taron el Poder Judi cial.

En la modi fi ca ción del año 1927, la Ley decla ra toria de la nece sidad de

modi ficar la Cons ti tu ción, incluía entre los artículos a enmendar el No.

61, que trataba de las atri bu ciones de la Suprema Corte. Como vimos

antes, durante el periodo entre 1924 y 1927, estuvo en vigor el precepto de 

que los recursos de incons ti tu cio na lidad obli gaban al sobre sei miento del

caso. 

Historia del Poder Judicial Dominicano

398

684 
Para este capí tulo véase Colec ción de Leyes, tomos años 1924-1929.



En esos años se criticó ese precepto cons ti tu cional con el argu mento de

que esa medida dila taba los procesos y hubo opiniones de que debía volverse 

al sistema ante rior. 

Esta opinión preva leció en las discu siones de la Asam blea Cons ti tu yente, y

cuando se promulgó el nuevo texto en junio 15, 1927, el párrafo 5 del Art. 61

quedó simple mente como sigue: “Conocer en último recurso sobre la cons ti tu cio -

na lidad de las leyes, decretos, reso lu ciones y regla mentos en todos los casos que

sean materia de contro versia entre partes” .685 Por lo tanto, a partir del 1927

y hasta el 1994, la incons ti tu cio na lidad de una Ley sola mente podía ser

consi de rada por un tribunal, si esa excep ción se presen taba en el trans curso 

de un litigio, y no en forma directa. 

Resultó pues que al final del período 1924-1930, se retro cedió al

sistema ante rior de control indi recto de la cons ti tu cio na lidad de las leyes, y

el ensayo de control directo no pudo mante nerse. 

Los Jueces de la Suprema Corte de Justicia no fueron susti tuidos luego

de las desig na ciones del mes de junio del año 1924, y se mantu vieron sin

alte ra ciones durante el resto del período 1924-1930. En los demás tribu -

nales, los cambios fueron mínimos, producto de tras lados, falle ci mientos y

renun cias. En ese sentido, se puede decir que en lo tocante a la perma -

nencia de los Jueces, durante este período hubo bastante esta bi lidad. 

Pero hubo ines ta bi lidad insti tu cional y polí tica. En efecto, tratando de

nuevo de perpe tuarse en el poder, el ya viejo y enfermo Presi dente Horacio

Vásquez, deso yendo consejos prudentes, se postuló para los comi cios del

1930 y sus oposi tores, conven cidos de que no podían ganarle en buena lid y 

temiendo un fraude elec toral, optaron por el golpe de estado. 

En un movi miento armado que el Ejér cito no enfrentó, se impuso a

Vásquez la desig na ción del caudillo del golpe Rafael Estrella Ureña como

Secre tario de Inte rior y Policía. Entonces se provocó la renuncia del Presi -
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dente y del Vice pre si dente, y Estrella Ureña asumió la Presi dencia por el

resto del período de Vásquez, quedando así, supues ta mente, preser vadas las 

formas cons ti tu cio nales. 

Veremos en el próximo capi tulo como la Justicia Domi ni cana reac cionó

ante esa farsa. El Poder Judi cial, que se había mante nido gene ral mente

impar cial y discre ta mente ausente de los debates polí ticos de este período,

se vería expuesto a su mayor prueba en los años veni deros.
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